
Las Administraciones Públicas y los partidos políticos ante el reto de la inmigración

Intervención del Presidente del Parlamento de Canarias en el XIV Congreso Internacional “Diálogo Fe – Cultura”, a pronunciar en La Laguna el jueves 28 de abril a las 19.30 horas.

Queridos amigos.

Como es la primera vez que participo en un foro de esta naturaleza, permítanme agradecer a los organizadores su invitación, en primer lugar, y reconocerles a todos ustedes mi más sincera felicitación por su dedicación en este congreso a un fenómeno que nos debe ocupar a todos mucho más que nos preocupa, porque, sin lugar a dudas, es uno de los retos más importantes que tiene que afrontar nuestro Archipiélago en el más inmediato presente y futuro.

Como ustedes saben, yo ni soy un investigador social ni un erudito ni un profesor universitario (lo notaran charla espero no aburrir). Sólo soy un letrado en excedencia que ha asumido el alto honor de presidir el Parlamento de Canarias. Aunque, quizás, por ello, precisamente por ello, haya sido invitado a pronunciar esta breve conferencia. Pues en mí, como en cualquier otro político en ejercicio, conviven, no sin tensión a veces, tres posiciones claramente diferenciadas que hay que conciliar sin caer en contradicción o, algo incluso peor, sin dejar de seguir siendo uno mismo y demostrando la misma convicción en cada una de ellas: la que compete al cargo que ostento, la que mayoritariamente defiende el partido político al que pertenezco, y la mía personal.

No se cual de las posiciones, a veces coincidentes, sería la más interesante. En todo caso como político en ejercicio debo, sobre todo y ante todo, formular reflexiones netamente políticas. Y les puedo asegurar que no es mi intención defraudarles, porque mi intervención, aunque pudiera parecer en algún aspecto sesgada, no se va a contentar con repetir esa formulación, ya doctrinaria, a la que nos tiene acostumbrado el discurso de lo políticamente correcto. 

I

He dicho en alguna ocasión que en el fenómeno de la inmigración se dan cita una serie de elementos que dificultan el éxito de las políticas a desarrollar. 

Uno de estos elementos es el contexto actual de globalización en el que estamos inmersos y, consecuentemente, lo precario que resulta su abordamiento en exclusiva por parte de los Estados. 

No estoy negando, en absoluto, las virtudes de la globalización. Pero es un hecho que cuanto más se universaliza la vida del planeta menos impacto logran causar las políticas que se administran desde los Estados. 

La globalización se caracteriza, sobre todo, por haber anulado de facto las fronteras. Y las fronteras son, precisamente, los límites geográficos que encuentran los Estados para el ejercicio de su autoridad. 

Sin la implicación de todos los Estados afectados por este común fenómeno de la inmigración es difusa la respuesta que se pueda dar. Y esta implicación, a día de hoy, no es del todo posible, porque en la mayoría de los casos son divergentes los intereses de estos Estados. Y no sólo en la tradicional relación Norte – Sur, Oeste – Este. Pues, incluso, en el seno de un ente supraestatal nuevo, como es la UE, no todos los Estados miembros muestran tener un mismo posicionamiento al respecto.

Una razón de esta divergencia tiene que ver, sin lugar a dudas, con la situación socioeconómica, y vital, por la que atraviesan muchos de los Estados de procedencia. Guerra generalizada, exterminio étnico, pérdida del horizonte de progreso y bienestar de las escasas clases medias cualificadas, atracción mediática en una sociedad de la información globalizada, ruptura de la sociedad tradicional y fenómenos migratorios campo – ciudad generalizados en el interior de estos mismos Estados en los que el salto a Europa o Norte América no es más que otro tramo en el trayecto por lograr una mejor calidad de vida. 

Pero otra está estrechamente ligada a la necesidad de cubrir determinados empleos, que la población del norte y occidente desprecia, y con el filtro que ese mismo norte pretende poner a los que llegan para sólo reclutar a quienes les interesa. Pues con ser el fenómeno de la inmigración un fenómeno global no afecta a todos los territorios por igual ni incide de igual manera en sus sociedades y economías.

Me estoy refiriendo al hecho evidente de lo que significa ser Estado frontera. Y al manifiesto interés de algunos Estados por no querer serlo. Lo dejo ahí. 

Y eso en un momento en el que la reflexión sobre la inmigración está desvelando que no todos sus efectos son bonancibles para las sociedades receptoras. Por cuanto empieza a saberse que la contribución al PIB nacional de los inmigrantes es desigual, en los saldos netos, en función del grado de cualificación y adaptación que demuestran, y que con su sola permanencia no se asegura el problema del equilibrio financiero de los sistemas de pensiones.

Más aún: hay disparidad de intereses, porque muchos de estos Estados no quieren asumir los costes que ocasiona la sociedad pluricultural que el fenómeno de la inmigración está generando. Y ello, por mucho que el discurso de lo políticamente correcto pretenda atenuar sus efectos más inmediatos. 

No todos los inmigrantes que llegan demuestran una misma actitud y disposición a integrarse en la sociedad de acogida. Y el choque cultural que ocasiona su incorporación a esta sociedad en los territorios locales que ocupan suele generar conflictos que por lo general se pretende evitar. 

Nos podemos convencer, a base de repetir hasta la saciedad estos discursos y formulaciones teóricas, que el fenómeno de la inmigración es positivo porque su saldo final genera riqueza. Pero en la experiencia cotidiana, hay que distinguir claramente entre la inmigración legal y la ilegal y las dificultades de corregir muchas veces el proceso de integración que se demanda.

De ahí que el fenómeno de la inmigración esté demostrando, por una parte, la incapacidad de los Estados para hacer frente, por ellos solos, a los problemas que genera, pero, por otra, la inexistencia de intereses comunes entre los Estados que conforman entes supraestatales como la UE. Los mismos Tratados Internacionales resultan insuficientes por la negativa de muchos de los Estados de procedencia a recibir la población devuelta. Y ello en un marco de relación que tiene como debilidad más significativa el bajo perfil de control de las fronteras y la emergencia de un discurso político que pretende legitimar la regulación de todo aquel que llega. 

Según la OIM (Organización Internacional para la Migración), existen cerca de 175 millones de inmigrantes en el mundo (entiendo por esto a las personas que viven fuera de sus países durante un año o más). Sólo este dato debería provocar la necesidad en nosotros de abordarlo como un asunto político de naturaleza trasnacional, en lugar de cómo un fenómeno que afecta al desenvolvimiento de una comunidad nacional o autonómica, y buscar, en consecuencia, la forma de regularlo. El mundo más desarrollado tiene limitada su capacidad de recibir inmigrantes. No es de recibo ese discurso fácil e irresponsable que se fundamenta en el “papeles para todos”. La acogida en masa genera un multiculturalismo que a la postre y si no va acompañado de un mayor gasto social para el que hoy en día no se dispone de recursos suficientes desemboca en la existencia de guetos y una mayor fragmentación social. La vida en una sociedad democrática no puede basarse en lo que aporta cada comunidad. Se basa, y así debe seguir siendo, en lo que son cada una de las personas que lo conforman, con independencia de su procedencia, condición social o etnia.  
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Otro elemento a tener en cuenta es el complejo entramado competencial que se ha dibujado en España en los últimos años con relación al fenómeno de la inmigración. 

No voy a abusar de su confianza y no les voy a cansar con una larga y densa historia de lo que ha sido el proceso de configuración de este entramado competencial. Ahora bien, sí les diré que el insuficiente conocimiento del fenómeno de la inmigración ha cogido desprevenidas a las Administraciones Públicas, y éstas se han visto en la obligación de improvisar. Improvisación que al final se ha saldado con transferir el peso de las políticas de integración a favor de los inmigrantes a las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos. Las dos Administraciones más débiles desde el punto de vista financiero. Y con reducir el cupo de entradas sin prestar atención a los perfiles socioeducativos de los que llegan.

Antes del año 1999, en efecto, las Administraciones Públicas españolas estaban acostumbradas a:

· Una legislación restrictiva, que restringían o permitían la entrada de inmigrantes en función de las necesidades europeas de mano de obra. 

· Un movimiento migratorio interno suficiente para cubrir la oferta de mano de obra temporal existente, con lo que también se mantenía estable el equilibrio entre oferta y demanda con mano de obra nacional principalmente.

En paralelo, no se había registrado una especial presión política o social para afrontar las complejidades asistenciales – escolares, sanitarias o de vivienda – derivadas de las necesidades de los inmigrantes, resueltas en algunas ocasiones directamente desde la colaboración municipal, la implicación empresarial, a través de la presión sindical, o el apoyo casi omnipresente de las organizaciones humanitarias.

Las Administraciones Públicas habían contado, por tanto, con una inmigración temporal, estructurada, planificable y barata en cuanto al coste de los servicios sociales.

Ahora bien, seis años después el panorama ha cambiado significativamente. Desde 1999 hasta ahora, en España hemos conocido tres normas básicas de extranjería diferentes. 

Una, aprobada en el último tramo del primer gobierno de Aznar, y en contra de la voluntad de este mismo gobierno, no tenía otra finalidad que regularizar la situación de todo aquel que llegaba o ya vivía sin cuestionarse siquiera que esta situación se hubiera producido o no por cauces legales. En resumen, era una norma aperturista que abría las puertas de España a la inmigración sin previamente disponer ningún criterio para cómo organizar la acogida. Ustedes lo recordarán perfectamente. Coincidiendo con  esa norma se generan las primeras arribadas masivas de inmigrantes ilegales y su dispersión por toda la geografía insular y peninsular española con total impunidad. Es esa norma la que provoca que en el Parque de Santa Catalina, en Las Palmas de Gran Canaria, durmieran diariamente más de trescientos inmigrantes ilegales porque la ciudad no contaba con ningún centro de acogida. Esa misma norma que enfrenta a las Corporaciones Locales porque todos participan del discurso al uso pero nadie quiere a inmigrantes ilegales en sus calles. Una norma, en fin, irresponsable, votada antes de la convocatoria de las elecciones generales y sin otra intencionalidad que aislar al gobierno y procurar su posterior derrota.

La segunda de estas normas, coincidente con el segundo gobierno de Aznar y apoyada por éste, tenía una intención correctora. Orientada a la selección, reforzaba los cauces formales de llegada y organizaba la acogida. 

Hoy, en el proceso de revisión que lidera el actual gobierno socialista, es criticada y se pregonan sus defectos. 

Pero nadie puede negar que ha sido la primera norma que apostó por legalizar la inmigración desde el origen, por perseguir a las mafias y el tráfico inhumano de inmigrantes, por agilizar las devoluciones mediante la firma de convenios con los países de procedencia y, tal vez lo más importante, por organizar la acogida. 

Es sobre la base de esta norma que se crea la figura del Delegado del Gobierno para la inmigración. 

Es sobre la base de esta norma que se establece el primer programa nacional de acogida e inserción (El Programa GRECO). 

Es sobre la base de esta norma que se empieza a normalizar la vida en los centros de menores. 

Es, en fin, sobre la base de esta norma que el Estado empieza a financiar la actividad de las Administraciones autonómicas y locales. 

En Canarias, además del centro de Las Palmas de Gran Canaria, es con esta norma cuando se abre el de retención y acogida de Fuerteventura para que los recién llegados no se vean en la calle a las 72 horas de su venida. 

Y es con esta norma que la solidaridad interregional empieza a funcionar a la vez que funcionan las primeras importantes derivaciones.

La tercera de estas normas es la actual, la que ahora alienta y defiende el gobierno socialista. Una norma que, en lo fundamental, mantiene todo lo realizado por el gobierno de Aznar, pero que se diferencia de aquella donde podemos y más en el futuro REGLAMENTAR. Porque esta nueva modificación de la norma, como la primera que finalmente fue aprobada, no responde a ningún análisis realista del fenómeno de la inmigración. Es una ley que nació de un compromiso electoral e ideológico y responde únicamente a motivos electorales.

Ahora bien, casi un año después de su aplicación, el escenario que se divisa está ahí, frente a nuestros ojos, y no ofrece ninguna duda.

Cuantitativamente, la inmigración ha roto la barrera normativa; ha demostrado que las medidas policiales para sostener el freno inmigratorio siguen siendo insuficientes y deben ser reforzadas con otras tal vez menos espectaculares pero más efectivas. 

Los países de origen han relajado sus controles internos, para rebajar su propia tensión interior – política o económica – frente al desarrollo económico de los países de la Unión Europea, y se ha demostrado la imprevisión internacional de estos mismos países desarrollados o fronterizos, que, además, han preferido desconocer el alcance y la capacidad de influencia de los medios de comunicación social como fomento del efecto "reclamo".

Cualitativamente, la inmigración ha provocado un incremento de la diversidad cultural; ha puesto de relieve la dificultad organizativa de la Administración Pública española para atender esa diversidad cultural y social; ha evidenciado lo poco que le preocupa al Gobierno reforzar los sistemas de acogida, y ha vuelto, como al principio, a confiar a los inmigrantes a unos insuficientes, e infradotados financieramente, sistemas de atención social dependientes de las administraciones autonómica o local. 

En fin, Socialmente, los inmigrantes son el grupo social con mayor tendencia a aumentar y a ver agravados sus riesgos de exclusión internos, por razones étnicas. La falta de políticas claras de acogida e integración social de los inmigrantes extracomunitarios representa, en estos momentos, el riesgo más importante al que se enfrenta la cohesión social en España en general y en Canarias en particular.

He dicho que no me voy a extender en este apartado, y no lo voy a hacer. Pero el riesgo al que nos enfrentamos se produce, además, en una situación de indefinición de los programas nacionales, en un contexto político donde el discurso del Gobierno es poco convincente pero anima a la llamada por su voluntad de regularización generalizada, y en donde la falta de solidez de las propuestas termina por cargar con el peso de la inserción a las Administraciones más debilitadas.

Tampoco voy a insistir en las críticas vertidas a la Unión Europea. Pero su desplazamiento en la Agenda política de los próximos años como asunto prioritario y la reorientación del Fondo de Cohesión hacia los nuevos Estados de la Ampliación, refuerza la soledad de los Estados fronterizos sin viso alguno de solución.

Me reconocerán ustedes que la situación es preocupante. 

De una parte, se recortan los fondos destinados a estas políticas, por cuanto la UE prioriza el gasto en desarrollo para hacer frente a la Ampliación. Pero, a la vez, el Estado, en el caso de España, tiene transferidas parte de sus competencias a las Administraciones Autonómicas y locales, sin que destine mayores recursos a estas políticas, ni ejerza, de hecho, la facultad de coordinación y planificación a la que le obliga la Constitución.

Y ello, a pesar, de que el flujo de inmigrantes que llegan a España se haya disparado casi de manera exponencial, y en muchos territorios el peso de esta población inmigrante represente más del 25 por 100 del total.

Creo sinceramente que la política de inmigración hoy carece en España de objetivos nítidos. 

El futuro inmediato, por ello, se me antoja poco amable y cargado de grandes incertidumbres. 

Soy pesimista; debo confesarlo. Pero mi pesimismo adquiere perfiles de realidad cuando observo que en el escaso debate político existente al respecto se juega más al enfrentamiento que a la búsqueda de soluciones consensuadas y orientadas a la eficiencia. Es como si el asunto en cuestión lo hubiéramos sacado de la agenda política para incluirlo en los manuales de campaña. Y así nos va. Hacemos doctrina de lo que son simples posiciones ideológicas y minusvaloramos, o despreciamos, el contenido de los estudios e informes serios que nos proporcionan los expertos para adoptar las decisiones políticas.

En síntesis, el fenómeno de la inmigración hoy en España desgraciadamente es un arma arrojadiza que utilizan algunos partidos políticos para defender posiciones ideológicas difícilmente sostenibles en el escenario académico, con las que se confunde más que se aclara a la población y en la que se juega únicamente con las emociones a fin de captar nuevas clientelas electorales o conservar las ya existentes. Y ello, por lo general, sin prestar atención alguna a aquellos indicadores que nos podrían aportar certidumbres.

A esta situación se añade el que en la sociedad civil salvo en territorios concretos, el fenómeno de la inmigración se sigue observando como algo lejano que no les afecta. Y ello está determinando que pierda posiciones en la encuestas. Y que los líderes de las principales fuerzas políticas le otorguen la importancia suficiente para tener que pronunciarse.

También está contribuyendo a ello el papel que juegan los medios de comunicación. 

Hoy parece que se viviera un cierto agotamiento de la noticia. 

La inmigración sólo interesa en su vertiente dramática, pero en absoluto en su aspecto económico y social. 

Los medios de comunicación sólo destacan la afluencia de pateras y la pérdida de vidas humanas que este medio de transporte ocasiona.

Se han olvidado de que detrás de estas pateras existe una tupida red de tráfico ilegal de personas que enriquece mafias con la connivencia de algunos Estados que las usan para mitigar sus tensiones internas.
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Por todo lo dicho, y puesto que todos sabemos que la inmigración es un fenómeno que no se puede abordar de forma parcial, parecería lo más conveniente sentarse y formular un pacto de Estado que pudiera favorecer algún tipo de acuerdo al respecto en la UE y los organismos internacionales. 

Pero es que seguimos sin ponernos de acuerdo sobre el diagnóstico y sus efectos mientras los inmigrantes siguen llegando en masa, les tenemos que prestar servicios y no está del todo claro que, en la cantidad que vienen y cómo vienen, puedan ayudarnos a mantener la sociedad de bienestar en la que vivimos.

Todo lo que he expresado hasta el momento tiene que ver con el marco general en el que se produce lo que convenimos en denominar el fenómeno de la inmigración. Ahora bien, la situación en el Archipiélago reviste tal vez mayor trascendencia por ser esta Comunidad Autónoma además de frontera sur de Europa con el continente africano y uno de los destinos preferidos por los inmigrantes iberoamericanos, una realidad insular con una población ya sobredimensionada para la capacidad que ofrece su territorio y las posibilidades de absorción de su estructura económica.

Antes de entrar de lleno en el análisis del fenómeno en Canarias, no estaría de más repasar los datos más generales de los que disponemos.

Transparencia 1. Evolución de la población inmigrante en España (registro del padrón)

	1975
	165.289

	2002
	1.977.944 = 4,73% del total de población censada

	Enero de 2003
	Se estima en unos 2,6 millones

	Septiembre de 2004
	Se estima por encima de 4 millones. A estos habría que sumar la previsión de medio millón más de no regularizados.


España ha pasado de ser un país de emigración a uno de inmigración en 25 años (en una generación). Y ha visto multiplicado por dos el número de inmigrantes recibidos en sólo 2 años. Hoy, entrado ya el año 2005, la previsión es que en España viven aproximadamente 4,5 millones de emigrantes, y no existe previsión de que en los próximos años este ritmo de llegadas se aminore.

Transparencia 2. Aportes por país de procedencia (2003)

	Marruecos
	15,5%

	Ecuador
	13,1%

	Colombia
	9,7%

	Reino Unido
	6,5%

	Alemania
	5,8%

	Rumania
	3,4%

	Francia
	3,0%

	Argentina
	2,9%

	Portugal
	2,6%

	Italia
	2,3%


El país que más población aporta a este saldo total de inmigrantes es Marruecos, con un 15,5% del total. Le sigue Ecuador muy de cerca, y con alguna ligera diferencia, Colombia.

Transparencia 3. Aportes por bloque cultural de procedencia (2003)

	Iberoamérica
	38%

	UE
	25%

	EE UU y Canadá
	1%

	África
	21%

	Resto del mundo
	5%

	Países del Este de Europa
	9%

	Otros países de Europa
	1%


Visto, sin embargo, por bloques culturales de procedencia, resulta que la población iberoamericana es la más significativa, con un 38% respecto del total, seguido por la población comunitaria, con un 25% y la africana, con un 21%. La población asiática sigue siendo poco representativa.

Transparencia 4. Evolución de la población migrante escolarizada en España

	1991-92
	38.927

	2001-02
	201.518

	2002-03
	297.262 (representan el 4,43% del total)


Los inmigrantes escolarizados en enseñanza regular representan a día de hoy casi el 4,5% del total. 

La mayor parte de los inmigrantes, según el censo del año 2003, viven en las grandes ciudades -Madrid (589.215 personas); Barcelona (543.008) y Comunidad Valenciana (413.760)-, aunque se registran importante incrementos del número de censados desde 1998 hasta 2003 en Aragón, Castilla-La Mancha, Navarra, La Rioja, Murcia y Castilla y León.

Los porcentajes de población inmigrante en cada Comunidad Autónoma son los siguientes: Madrid (22,1%); Cataluña (20,4%); C. Valenciana (15,5%); Andalucía (10,6%); Canarias (6,7%); Baleares (4,7%); Murcia (4,3%); Castilla-La Mancha (2,7%); Aragón (2,3%); Castilla y León (2,2%); Galicia (2%); Euskadi (1,8%); Navarra (1,5%); Asturias (0,7%); Cantabria (0,5%); Rioja (0,8%) y Extremadura (0,7%).

Canarias, con el 6,7%, es la quinta comunidad autónoma de España que más inmigrantes cuenta, y con el 5,5%, es la sexta que más inmigrantes tiene escolarizados, tras Madrid, Islas Baleares, Navarra, La Rioja y Murcia. 

Sólo este dato indica que la población migrante radicada en Canarias es mucho más estable que la radicada en otras comunidades españolas, hecho que se ve favorecido por la presencia de familias con hijos a su cargo, en lugar de por varones en soledad, como ocurre en Andalucía debido a la naturaleza del sector en el que se integran (el agrario) y a la estacionalidad de esta misma migración.

Centrándonos en Canarias, una lectura rápida de los datos aportados por el Gobierno de Canarias al Parlamento sobre escolarización de la población migrante, arroja las siguientes conclusiones:

· Los migrantes escolarizados de los países de procedencia musulmana representan el 8,9% del total de migrantes escolarizados (1.662).

· Los migrantes escolarizados de procedencia latinoamericana representan el 43,96% del total de migrantes escolarizados (8.212).

· Los migrantes de procedencia comunitaria representan el 21,5% (4.015).

Canarias está, por tanto, 6 puntos por encima de la media nacional en cuanto a escolarización de migrantes latinoamericanos, casi 4 por debajo de la media nacional con relación a los comunitarios, y a una distancia espectacular por debajo de la media nacional en relación a los de procedencia musulmana.

En Canarias, el país que más migrantes escolarizados aporta al sistema público es Colombia (15,76%), seguido de Venezuela (10,93%), Argentina (9,74%), Marruecos (6,53%), Ecuador (6,4%), Alemania (6,1%) y Reino Unido (6,01%). Son significativos también los aportes de Cuba (4,7%) y Uruguay (3,66%).

